PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección General de Comercio Interior, dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, adopte las medidas que correspondan ante a la operatoria de “adelanto” de haberes ofrecida por el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. a los agentes de la Administración Pública Provincial y pasivos provinciales, titulares de cajas de ahorro en esa institución bancaria.
Señor Presidente:



En el presente mes de Mayo de 2003, los agentes de la Administración Pública Provincial así como los pasivos de la provincia se encontraron con la posibilidad de acceder a un “adelanto” de sueldo o de haberes por un monto contenido dentro del concepto de “dinero disponible” en los cajeros automáticos. La operatoria propuesta y ofrecida por el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. (entidad encargada, según el contrato de privatización, del cobro de los haberes de la Administración Pública) no fue explicada ni publicitada debidamente, y se pudo constatar que en realidad ese “adelanto” devengaba intereses y poseía un costo por uso del servicio.




Así lo entendió la Defensoría del Pueblo de Santa Fe, cuando solicitó al Poder Ejecutivo Provincial su intervención fundamentada en la posible infracción a la Ley Nacional de Defensa de Consumidor (Nº 24.240) por parte de la mencionada entidad bancaria. La misma Defensoría pudo constatar que la utilización del adelanto devenga un interés mensual de 3,6% proporcional a los días de uso e implica un costo de $ 1,20 mensual. Sin embargo, el banco no procedió oportunamente a comunicar, explicar o difundir adecuada y oportunamente los términos contractuales de la operatoria.




Señor Presidente, este tipo de operatorias confusas provoca, sin duda alguna, un perjuicio a aquellas personas que hacen uso del dinero sin conocer bien sus condiciones y características. No pensemos sólo en los pasivos provinciales, sino en aquellos agentes que han sido víctimas de la reciente catástrofe hídrica y que toman el dinero ante la crítica situación socioeconómica que les toca vivir, desconociendo que la operatoria no es más que un crédito encubierto.




El proyecto que hoy sometemos a la consideración pretende fortalecer las acciones de la Defensoría del Pueblo, y así contribuir a la difusión de esta presunta irregularidad y a su inmediata solución e intervención por parte del Estado Provincial. 




Por las razones expuestas solicitamos a nuestros pares acompañen con su voto afirmativo la presente inciativa.-
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